
§63. Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones 
y Sanciones en el Orden Social. 
 
MODIFICADO POR: 
Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2009 
(BOE núm. 309, de 24 de diciembre de 2008) 

• Disposición final octava. Modificación del texto refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.  

Con efectos de 1 de enero de 2009 y vigencia indefinida, se modifica el texto 
refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, de la siguiente forma:  

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 22 del texto refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que queda redactado de la 
siguiente forma (págs. 1492-1493):  

«3. No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas 
correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería General 
de la Seguridad Social o no efectuar el ingreso en la cuantía debida, 
habiendo presentado los documentos de cotización, siempre que la falta de 
ingreso no obedezca a una situación extraordinaria de la empresa y que 
dicho impago de cuotas y conceptos de recaudación conjunta con ellas no 
sea constitutivo de delito conforme al artículo 307 del Código Penal.»  

El resto del artículo permanece con la misma redacción.  

Dos. Se añade un nuevo apartado d) al artículo 40.1 del texto refundido de la 
Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que queda redactado de la 
siguiente forma (pág. 1501):  

«d) Las infracciones señaladas en los artículos 22.3 y 23.1.b) se 
sancionarán:  

Primero. La infracción grave del artículo 22.3 se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 50 al 65 por ciento del 
importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de 
recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y 
costas; en su grado medio, con multa del 65,01 al 80 por ciento; y en su 
grado máximo, con multa del 80,01 al 100 por ciento.  

Segundo. La infracción muy grave del artículo 23.1.b) se sancionará con la 
multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 por 
ciento del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de 
recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y 
costas; en su grado medio, con multa del 115,01 al 130 por ciento; y en su 
grado máximo, con multa del 130,01 al 150 por ciento.»  

El resto del artículo permanece con la misma redacción.  



MODIFICADO POR: 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010 
(BOE núm. 309, de 24 de diciembre de 2009) 

• Disposición final duodécima. Modificación del Texto Refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el orden social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto. 

Se modifica el artículo 48 del Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el orden social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 
de agosto, que queda redactado en los siguientes términos (págs. 1507-1508): 

«Artículo 48. Atribución de competencias sancionadoras. 

1. La competencia para sancionar las infracciones en el orden social, en el 
ámbito de la Administración General del Estado, corresponde, a propuesta 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a la autoridad competente a 
nivel provincial, hasta 12.500 euros; al Director General competente, hasta 
62.500 euros; al Ministro de Trabajo e Inmigración hasta 125.000 euros y 
al Consejo de Ministros, a propuesta del de Trabajo e Inmigración, hasta 
187.515 euros. 

2. En el ámbito de las competencias de la Administración General del 
Estado, las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales serán 
sancionadas, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
por la autoridad competente a nivel provincial, hasta 40.985 euros; por el 
Director General competente, hasta 123.000 euros; por el Ministro de 
Trabajo e Inmigración, hasta 409.900 euros, y por el Consejo de Ministros, 
a propuesta del de Trabajo e Inmigración, hasta 819.780 euros. 

3. Las infracciones en materia de cooperativas tipificadas en la presente Ley 
serán sancionadas, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, por el órgano directivo del que dependa el Registro de Sociedades 
Cooperativas, hasta 7.600 euros, y por el Ministro de Trabajo e 
Inmigración, hasta 37.920 euros y la descalificación. 

4. La imposición de las sanciones por infracciones leves y graves a los 
trabajadores en materia de empleo, formación profesional y ayudas para el 
fomento del empleo, corresponde al servicio público de empleo competente, 
y la de las muy graves a la autoridad competente, a propuesta de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

5. La imposición de sanciones por infracciones en materia de Seguridad 
Social a los trabajadores corresponde, a propuesta de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, a la entidad gestora o servicio común de la 
Seguridad Social competente, salvo que la sanción afecte a las prestaciones 
por desempleo, en cuyo caso la competencia corresponde a la entidad 
gestora de éstas. 

El servicio público de empleo comunicará, en el momento en que se 
produzcan o conozcan, las infracciones contenidas en los artículos 24.3 y 
25.4 de esta Ley, a la entidad gestora de las prestaciones por desempleo, a 
los efectos sancionadores que a ésta le corresponden. 



6. El ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones del 
orden social, cuando corresponda a la Administración de las Comunidades 
Autónomas con competencia en materia de ejecución de la legislación del 
orden social, se ejercerá por los órganos y con los límites de distribución 
que determine cada Comunidad Autónoma. 

7. La atribución de competencias a que se refieren los apartados anteriores 
no afecta al ejercicio de la potestad sancionadora que pueda corresponder a 
otras Administraciones por razón de las competencias que tengan 
atribuidas. 

8. En los supuestos de acumulación de infracciones correspondientes a la 
misma materia en un solo procedimiento, será órgano competente para 
imponer la sanción por la totalidad de dichas infracciones, el que lo sea para 
imponer la de mayor cuantía, de conformidad con la atribución de 
competencias sancionadoras efectuada en los apartados anteriores. 

9. La potestad para acordar las sanciones accesorias establecidas en esta 
Ley corresponderá a quien la ostente para imponer las de carácter principal 
de las que deriven aquéllas.» 

 

MODIFICADO POR: 
Real Decreto-ley 10/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para la 
reforma del mercado de trabajo 
(BOE núm. 147, de 17 de junio de 2010; corrección de errores BOE núm. 148, 
de 18 de junio de 2010) 

• Artículo 18. Adaptación de la legislación sobre infracciones y sanciones en el 
orden social a la regulación de las agencias de colocación y de las empresas de 
trabajo temporal. 

El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el orden social, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, queda modificado 
como sigue: 

Uno. Se modifica el encabezamiento de la subsección 1.ª de la Sección 3.ª del 
Capítulo II, que queda redactado como sigue (pág. 1486): 

«Subsección 1.ª Infracciones de los empresarios, de las agencias de 
colocación y de los beneficiarios de ayudas y subvenciones en materia de 
empleo, ayudas de fomento del empleo en general y formación profesional 
para el empleo.» 

Dos. El apartado 1 del artículo 16, infracciones muy graves, queda redactado 
como sigue (pág. 1487): 

«1. Ejercer actividades de intermediación, de cualquier clase y ámbito 
funcional, que tengan por objeto la colocación de trabajadores sin haber 
obtenido la correspondiente autorización administrativa o exigir a los 
trabajadores precio o contraprestación por los servicios prestados.» 



Tres. El apartado 2 del artículo 16, infracciones muy graves, queda redactado 
como sigue (págs. 1487-1488): 

«2. Solicitar datos de carácter personal en los procesos de selección o 
establecer condiciones, mediante la publicidad, difusión o por cualquier otro 
medio, que constituyan discriminaciones favorables o adversas para el 
acceso al empleo por motivos de sexo, origen, incluido el racial o étnico, 
edad, estado civil, discapacidad, religión o convicciones, opinión política, 
orientación sexual, afiliación sindical, condición social y lengua dentro del 
Estado.» 

Cuatro. El apartado 1 del artículo 17 queda redactado como sigue (pág. 
1488): 

«1. Leves. 

a) No comparecer, previo requerimiento, ante los servicios públicos de 
empleo o las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el 
ámbito de la colaboración con aquéllos y así se recoja en el convenio de 
colaboración, o no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que 
se determinen en el documento de renovación de la demanda, salvo causa 
justificada. 

b) No devolver en plazo, salvo causa justificada, a los servicios públicos de 
empleo o, en su caso, a las agencias de colocación cuando desarrollen 
actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos y así se recoja en 
el convenio de colaboración, el correspondiente justificante de haber 
comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de empleo 
facilitadas por aquéllos.» 

Cinco. El apartado 2 del artículo 17 queda modificado en los siguientes 
términos (págs. 1488-1489): 

«2. Graves: rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por 
los servicios públicos de empleo o por las agencias de colocación cuando 
desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, o 
negarse a participar en programas de empleo, incluidos los de inserción 
profesional, o en acciones de promoción, formación o reconversión 
profesional, salvo causa justificada, ofrecidos por los servicios públicos de 
empleo. 

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada la 
que reúna los requisitos establecidos en el artículo 231.3 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en aquellos aspectos en los que 
sea de aplicación a los demandantes de empleo no solicitantes ni 
beneficiarios de prestaciones por desempleo.» 

Seis. El párrafo b) del artículo 18.3 queda redactado de la siguiente manera 
(pág. 1490): 



«b) Formalizar contratos de puesta a disposición para la realización de 
trabajos u ocupaciones de especial peligrosidad para la seguridad o la salud 
en el trabajo determinados legal o convencionalmente.» 

Siete. El párrafo b) del artículo 19.3 queda redactado de la siguiente manera 
(pág. 14901): 

«b) La formalización de contratos de puesta a disposición para la realización 
de trabajos u ocupaciones de especial peligrosidad para la seguridad o la 
salud en el trabajo determinados legal o convencionalmente, entendiéndose 
cometida una infracción por cada contrato en tales circunstancias.» 

Ocho. El párrafo a) del artículo 24.3 queda redactado de la forma siguiente 
(pág. 1495): 

«a) No comparecer, previo requerimiento, ante los servicios públicos de 
empleo o las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en el 
ámbito de la colaboración con aquéllos, o no renovar la demanda de empleo 
en la forma y fechas que se determinen en el documento de renovación de 
la demanda, salvo causa justificada.» 

Nueve. El apartado 4 del artículo 25 queda redactado de la siguiente manera 
(págs. 1495-1496): 

«4. En el caso de solicitantes o beneficiarios de prestaciones por desempleo 
de nivel contributivo o asistencial: 

a) Rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por los 
servicios públicos de empleo o por las agencias de colocación cuando 
desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, salvo 
causa justificada. 

b) Negarse a participar en los trabajos de colaboración social, programas de 
empleo, incluidos los de inserción profesional, o en acciones de promoción, 
formación o reconversión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos por 
los servicios públicos de empleo o en las acciones de orientación e 
información profesional ofrecidas por las agencias de colocación cuando 
desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos. 

A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada y 
por trabajos de colaboración social, los que reúnan los requisitos 
establecidos, respectivamente, en el artículo 231.3 y en el artículo 213.3 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.» 


